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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  366-2020 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., noviembre nueve (09) de dos mil veinte (2020) 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 
 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor JORGE JUAN 

CLAVIJO BENDECK, identificado con la C.C. No. 19.333.757, contra la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES y 

COLFONDOS, por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales 

de dignidad humana, mínimo vital, igualdad, seguridad social, pensión y 

petición. 

 

ANTECEDENTES 

 

El señor JORGE JUAN CLAVIJO BENDECK, identificado con la C.C. No. 

19.333.757, presenta acción de tutela contra la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES y COLFONDOS, para 

que se pronuncien sobre el derecho de petición de fecha agosto 06 de 2020 

con radicado en COLPENSIONES bajo el No. 2020_7633940, y derecho de 

petición radicado ante COLFONDOS el 20 de agosto de 2020, referente al 

reconocimiento de la pensión de vejez. 

 

Fundamenta su petición en los artículos 2, 13, 20, 23, 29, 48, 58, 74, 86, 229 

de la Constitución Política, Sentencia T-473/92, Sentencia T-398/13, Sentencia 

T-234/18, Sentencia T-079/16, Sentencia T-241/17. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de octubre veintiséis (26) de dos mil veinte (2020), 
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dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a las entidades 

accionadas mediante correo electrónico, a fin de que ejercieran su derecho de 

defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 

La accionada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, en alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo 

siguiente:  

 
“esta Administradora de Pensiones informó al accionante el motivo por el cual fue 
atendida desfavorablemente la solicitud de reconocimiento de pensión de vejez, 

ahora bien, esta Administradora se encuentra adelantando las gestiones 
pertinentes a efectos de corregir en debida forma la historia laboral del 
accionante, para que conforme a ello se puedan resolver los recursos solicitados, 

por lo cual, si el ciudadano presenta desacuerdo con las gestiones realizadas por 
Colpensiones, debe agotar todos los procedimientos administrativos y 
judiciales, dispuestos para el estudio detallado de lo solicitado y no 
acceder a la acción de tutela, ya que este es un mecanismo residual y subsidiario”. 

 
“no se puede apelar a la tutela cuando no se han agotado los medios de defensa 
disponibles en la legislación para el efecto, ya que esta acción no puede ser 
considerada una instancia más en el trámite jurisdiccional ni un mecanismo de 
defensa que reemplace los diseñados por el legislador”. 
 

“si el accionante presenta desacuerdo con lo resuelto, se insiste en que debe 
agotar los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para tal fin, de 
modo que no es viable reclamar su pretensión vía acción de tutela, ya que ésta 
solamente procede ante la inexistencia de otro mecanismo judicial, pues la Corte 
Constitucional ha sido reiterativa en sostener que la acción de tutela es 
improcedente para obtener el reconocimiento de derechos laborales pues, por su 
naturaleza excepcional y subsidiaria, ésta no puede reemplazar las acciones 

ordinarias creadas por el legislador para resolver asuntos de naturaleza litigiosa”. 

 
“no es competencia del Juez Constitucional realizar un análisis de fondo frente a 
lo solicitado, además en este caso el actor pretende desnaturalizar la acción de 
tutela pretendiendo que, por medio de un proceso caracterizado por la inmediatez 
y subsidiaridad, sean reconocidos derechos que son de conocimiento del juez 
ordinario competente a través de los mecanismos legales establecidos para ello”. 

 
La accionada COLFONDOS, en el término concedido guardó silencio. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 
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Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 
 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 

En lo concerniente a la violación al derecho a la igualdad humana, conviene  
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señalar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia T-335 de 2019: 

 

“(…) que el derecho a la dignidad humana debe entenderse bajo 2 dimensiones: 
a partir de su objeto concreto de protección y con base en su funcionalidad 
normativa. En relación con el primero, este Tribunal ha establecido 3 lineamientos 
claros y diferenciables: i) la dignidad humana como autonomía o como posibilidad 

de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características; ii) la dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia; 
y iii) la dignidad humana como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, de 
la integridad física y moral o, en otras palabras, la garantía de que los ciudadanos 
puedan vivir sin ser sometidos a cualquier forma de trato degradante o humillante 
(…)”. 

 
 “(…) derecho a la dignidad humana implica garantizar las condiciones necesarias 
para una existencia materialmente apropiada y acorde con el proyecto de vida 
que cada ciudadano le imprime a su devenir. Igualmente, este principio 
constitucional privilegia la autonomía personal como requisito elemental de una 

sociedad democrática y pluralista, en el sentido de que constituye la expresión de 

la capacidad de autodeterminación, de la potestad de exigir el reconocimiento de 
ciertas condiciones materiales de existencia o la manifestación de la intangibilidad 
de la integridad física y moral, por lo que existe un mandato imperativo de las 
autoridades y de los particulares, para que adopten las medidas necesarias de 
protección indispensables para salvaguardar los bienes jurídicos más preciados 
para el Estado (…)”. 

 

Con relación al mínimo vital la Corte Constitucional en su sentencia T-431 de 

2011, enuncia: 

 

“(…) DERECHO AL MINIMO VITAL-Afectación no puede valorarse en términos 
exclusivamente cuantitativos, sino dentro de una perspectiva cualitativa. 
 
La afectación del derecho al mínimo vital no puede valorarse en términos 
exclusivamente cuantitativos, sino dentro de una perspectiva cualitativa. Y es que, 

como igualmente lo ha definido la jurisprudencia, el derecho al mínimo vital se 
evalúa a partir de una dimensión cualitativa y no cuantitativa, de manera que su 

posible violación se mide conforme con las condiciones personales de cada 
trabajador y el nivel de vida adquirido por éste. El concepto de un mínimo de 
condiciones de vida -vgr. Alimentación, educación, salud, vestido y recreación -, 
entonces, no va ligad[o] sólo con una valoración numérica de las necesidades 
biológicas mínimas por satisfacer para subsistir, sino con la apreciación material 
del valor de su trabajo, de las circunstancias propias de cada individuo, y del 

respeto por sus particulares condiciones de vida. De todo el planteamiento 
anterior, se concluye que cuando se trata de personas sujetos de especial 
protección constitucional como consecuencia del estado de debilidad manifiesta 
en el que se encuentran, como es el caso de los ancianos pertenecientes al grupo 
de la tercera edad bien avanzada, se justifica la procedencia de la tutela por el 
especial amparo que la Constitución Política les brinda (…)”. 

 
Frente a la presunta vulneración del Derecho a la igualdad conviene anotar lo 

sostenido por la Corte Constitucional: 

 

“(…) El objeto de la garantía ofrecida a toda persona en el artículo 13 de la Carta 
no es el de construir un ordenamiento jurídico absoluto que otorgue a todos 
idénticos trato dentro de una concepción matemática, ignorando factores de 
diversidad que exigen del poder público la previsión y la práctica de razonables 

distinciones tendientes a evitar que por la vía de un igualitarismo ciego y formal 
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en realidad se establezcan, se favorezca o se acreciente la desigualdad, para ser 
objetiva y justa, la regla de la igualdad ante la ley, no puede desconocer en su 

determinación tales factores, ya que ellas reclaman regulación distinta para 
fenómenos y situaciones divergentes. 
 

La igualdad exige el mismo trato para los entes y hechos que se encuentren 
cobijados bajo una misma hipótesis y una distinta regulación respecto de los que 
presentan características desiguales, bien por las condiciones en medio de las 
cuales actúan, ya por  las circunstancias particulares que los afectan, pues unas 
u otras hacen imperativo que, con base en criterios proporcionados a aquellas, el 
Estado procure el equilibrio, cuyo sentido en derecho no es otra cosa que la 
justicia concreta” Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-094 del 27 

de febrero de 1993) (…)”. 

 

De la misma manera, resulta conveniente resaltar apartes de la Sentencia C-

012 del 21 de enero de 1.994 que en lo pertinente manifestó: 

 

“(...) El principio de igualdad, no sólo le impide al legislador, a través de la ley, 

consagrar entre las personas distinciones que en primer lugar no obedezcan a las 
diferencias que las mismas circunstancias fácticas establecen, sino que inadmite 
tratos desiguales que sean irracionales esto es, que no tengan una justificación 

objetiva y razonable, y que no guarden proporcionalidad entre los hechos que le 
sirven de causa a la norma y los fines que esta persigue (...)”.  

 

Sobre el derecho a la seguridad social y pensión, la Corte Constitucional en 

apartes de su sentencia T-043 de 2019, señaló lo siguiente: 

 

“(…) El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social es un 
derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe 
garantizarse a todas las personas “en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad”. Para esta Corporación la seguridad social es un 
derecho de raigambre fundamental, que debe ser definido de la siguiente 
manera: “conjunto de medidas institucionales tendientes a brindar 

progresivamente a los individuos y sus familias las garantías necesarias frente a 

los distintos riesgos sociales que puedan afectar su capacidad y oportunidad, en 
orden a generar los recursos suficientes para una subsistencia acorde con la 
dignidad del ser humano (…)”. 
 
“(…) El derecho a la seguridad social incluye el derecho a obtener y mantener 
prestaciones sociales, ya sea en efectivo o en especie, sin discriminación, con el 
fin de obtener protección, en particular contra: a) la falta de ingresos procedentes 

del trabajo debido a enfermedad, invalidez, maternidad, accidente laboral, vejez 
o muerte de un familiar; b) gastos excesivos de atención de salud; c) apoyo 
familiar insuficiente, en particular para los hijos y los familiares a cargo(…)”. 
 
“(…) En reiteradas ocasiones, esta Corporación ha señalado que la 
fundamentalidad de este especial derecho encuentra sustento en su vínculo 

funcional con el principio de dignidad humana y en la satisfacción real de los 
derechos humanos, pues, a través de éste, resulta posible que las personas 
afronten con decoro las circunstancias difíciles que les obstaculizan o impiden el 
normal desarrollo de sus actividades laborales y la consecuente recepción de los 

recursos que les permitan ejercer sus derechos subjetivos (…)”. 

 

El artículo 23 de la Carta Política el cual dispone:" Toda persona tiene 

derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 
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motivos de interés general o particular y a obtener pronta 

resolución...". 

 

De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 

En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las 

mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 
 

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 

desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de 

los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él 
se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la 
información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 
resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con 
estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 

se concreta siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las 
organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 
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f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 

presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 
de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 
el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad 

de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, 
si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este 
será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

 
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que 

tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla 
general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que 

señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el 
término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho 
lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el 
término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de 
razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en 
cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que 

la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia 
que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, 
la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) 

horas siguientes. 
 

En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 
más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 

deber de responder; 
 
k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 

respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 
 

Revisado el material probatorio se tiene que si bien es cierto el accionante hizo 

la respectiva solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez mediante 

petición con radicado 2020_5961839 de fecha junio 19 de 2020, ante la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, la 

entidad en mención le dio respuesta a su solicitud mediante Resolución SUB-

138968 de fecha junio 30 de 2020, en la cual resolvió: 

 

“(…) En atención a lo anteriormente expuesto y una vez revisado el aplicativo de 
Historia Laboral, se observa que el peticionario no logra acreditar el requisito 
mínimo de semanas cotizadas requeridas para el año 2020 (1300 semanas), 
conforme a la Ley 797 de 2003, razón por la cual se niega la prestación solicitada 
(…)”. 
 

“(…) se le hace saber al interesado que podrá continuar cotizando para completar 
los requisitos exigidos en la Ley para acceder a la pensión de vejez (artículo 33 
de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003) y una 
vez cumpla con el requisito de semanas mínimas requeridas podrá solicitar un 
nuevo estudio de la pensión de vejez, o por el contrario puede solicitar la 
indemnización sustitutiva prevista en el artículo 37 de la Ley 100 de 1993, previa 

manifestación de la imposibilidad de continuar cotizando al Sistema (…)” 
 

“(…) se le indica al afiliado que de presentar inconformidades con los tiempos 
efectivamente cotizados y registrados en la Historia Laboral, puede solicitar la 
respectiva corrección de la misma, debiendo diligenciar el formulario (solicitud de 
correcciones de historia laboral) ante uno de nuestros puntos de atención al 
ciudadano (PAC), allegando los documentos pertinente para proceder a la 

corrección a que haya lugar de ser el caso (…)”. 
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De la misma forma se evidencia que el accionante con fecha 20 de agosto de 

2020, radicó solicitud de corrección  de la Historia Laboral, respecto de las 

cotizaciones comprendidas, desde el 01 de octubre de 1999 al 28 de febrero de 

2001; 01 de marzo de 2001 al 31 de agosto de 2008; 01 de julio de 2008 al 31 

de enero de 2009;  01 de junio de 2009 al 30 de junio de 2009; así mismo el 

día 06 de agosto de 2020, radicó Recurso de Reposición en Subsidio de 

Apelación contra la Resolución SUB-138968 del 30 de junio de 2020 

emitida por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, para lo cual es necesario indicar que de acuerdo a la 

respuesta emitida por COLPENSIONES con fecha 03 de septiembre de 2020, 

la entidad se encuentra realizando las gestiones necesarias para la 

correspondiente actualización de la Historia Laboral con los tiempos solicitados 

por la parte accionante. 

 
En ese orden de ideas, será la jurisdicción laboral y/o la contencioso 

administrativa, quien se encargue de resolver las diferencias surgidas entre las 

partes; pues bien sabido es que uno de los requisitos para la procedencia de la 

tutela es que no haya conflicto respecto de los postulados sobre los cuales se 

cimienta la reclamación, pues siendo la tutela un mecanismo subsidiario, el Juez 

Constitucional no puede inmiscuirse en asuntos litigiosos, que solamente 

pueden ser dirimidos mediante un debate probatorio que garantice el derecho 

de defensa a los contendientes y mediante un debido proceso previamente 

confeccionado por el legislador, máxime que la accionada se encuentra 

realizando los trámites correspondientes para la actualización de la Historia 

Laboral del accionante.  

 

Así pues, la tutela solo sería procedente siempre y cuando se logre demostrar que 

el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el caso en concreto, lo cual 

una vez revisada la documental obrante dentro del expediente no sucede, pues 

como se mencionó en líneas anteriores la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha sido enfática en que la procedencia del amparo se encuentra 

sujeta a que el accionante acredite sumariamente las razones por las cuales el 

medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los 

derechos fundamentales presuntamente afectados. 

 

Al respecto, y en múltiples oportunidades la H. Corte Constitucional se ha 
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manifestado. En sentencia T-105/02, siendo ponente el H. Magistrado, Dr. 

JAIME ARAUJO RENTERIA, señaló: 

 

(…)”Así las cosas se considera que la acción de tutela  resulta improcedente  para 
debatir asuntos o situaciones laborales de rango legal, que no se refieren a  
derechos  ciertos e indiscutibles, sino que por el contrario  tienen que ver con 

derechos  en discusión, para los cuales  existe un medio de defensa judicial idóneo 
y eficaz como lo es la Jurisdicción Ordinaria Laboral o la Contencioso 
Administrativa (…)”. 

 

La anterior jurisprudencia es perfectamente aplicable al caso en estudio, pues 

conforme al contenido de la acción, se tiene que en el caso en estudio, conforme 

a las distintas jurisprudencias que al respecto ha emitido la Honorable Corte 

Constitucional, lo anterior, no es suficiente como para desplazar los 

procedimientos ordinarios y/o administrativos pertinentes mediante la acción de 

tutela, por cuanto la acción de tutela no puede suplir los mecanismos idóneos 

para lo pretendido.  

 

Sin más consideraciones, asistiéndole al accionante otros mecanismos para 

prosperar lo pretendido, es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción objeto 

de decisión, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

D E C I S I Ó N 

 

En Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La República De Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

                                     

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción invocada por el señor 

JORGE JUAN CLAVIJO BENDECK, identificado con la C.C. No. 19.333.757, 

contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES y COLFONDOS, por las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito. 
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TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591de 1991. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE   
 

 

La Juez,                  
 
 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 
 

 

 

 
 
JERH 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por anotación en 

estado: 
 

No. 106 del 10 de noviembre de 2020 
 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 
SECRETARIA 


